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l. PODER PUBLICO Y DEPORTE. 

El Estado social y democrático de Derecho 
parte de un presupuesto indubitado: el reconoci·" 
miento de la correlación existente entre libertad 
y democracia por un lado y educación y cultura 
de otro 1

• Esta fase contemporánea del Estado 
liberal, que es estructuralmente distinta, rompe 
en este aspecto con la ficción de la radical auto" 
nomía entre Estado y sociedad, donde sólo eran 
de interés para la superestructura los derechos 
propios de la personalidad. La "interacción pro­
funda y constante de ambos niveles"2 origina una 
perspectiva múltiple de estos derechos. Así el 
derecho a la educación despliega el bloque de los 
llamados "derechos culturales" que superan ese 
aspecto unitario y cuya vertiente múltiple 
requiere para su efectividad de "complejos proce­
sos de preparación, de asistencia, de apoyo, etcé­
tera, que demandan una intensísima actuación 
pública. Y, en coherencia, una minuciosa y posi­
blemente heterogénea respuesta normativa" 3

• 

Como acertadamente considera PEREZ 
LUÑ04

, "tan sólo en una época relativamente 
próxima, el desarrollo político y económico ha 
permitido una difusión social de la cultura en los 
países más avanzados. Pero, en todo caso, lo 
importante es que se ha adquirido clara cons­
ciencia de que las personas que crecen sin acceso 
a la educación y a la cultura están condenadas a 
la subalternidad, aun en el caso de que pudieran 
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alcanzar ciertos· niveles de bienestar material". 
De esta manera, el Estado se ve compelido a pro­
mover y tutelar "modalidades especiales de edu­
cación" 5: deporte y educación sanitaria, 
educación de los consumidores, el acceso a la 
cultura, la protección de la libre producción 
artística e intelectual, etc. 

Sin embargo, esta superación en la protec­
ción de derechos que corresponden al mundo de 
la necesidad por los que generan un ocio a la ciu~ 
dadanía como medio dignificación personal 
obedece a las sociedades industrialn1ente avanza­
das o postindustriales(', "en el marco de büsqucda 
de la calidad de vida individual y social, de racio­
nalización y humanización de los frutos del desa­
rrollo, de superación, por tanto, del esquema 
cuantitativista o economicista"-. 

Incluso se ha llegado a considerar, desde la 
teorética marxista8 que la protección o al menos, 
el interés del Estado por los derechos culturales 
obedece a una pretensión de organizar el consen­
so respecto al poder político, de tal modo que los 
"aparatos ideológicos del Estado" serían una mix­
tura de aparato jurídico público y privado. Así, 
el poder estaría también en una serie de lugares 
exteriores al Estado pero que serían constituti­
vos, no obstante, de lugares de poder y que esta­
rían incluidos en el "campo estratégico del 
Estado". En esta especie de "segundo circuito del 
Estado" estaría el aparato religioso, el aparato 
oficial de información, el aparato escolar, el apa-· 



rato cultural, el aparato de sanidad y el aparato 
deportivo. De esta manera el ocio y el deporte 
estarían vinculados a la reproducción de la ideo­
logía dominante. 

Hecha esta referencia obligada, lo que sí es 
cierto es que el Estado del capitalismo tardío no 
ha procedido con estos derechos societarios a esta., 
blecer mecanismos de protección garantizadores 
de su efectividad similares a los desplegados en los 
derechos de la personalidad. En el caso que nos 
ocupa, la protección de la educación física y el 
deporte se ha desarrollado con una cierta autono-­
mía. Su ubicación, en nuestro ordenamiento 
constitucional en el Capítulo III del Título I, le 
dota de una fuerza normativa que desde la pers­
pectiva garantizadora queda atenuada. 

Esta conexión "poco intensa" del deporte 
con el aparato del Estado se manifiesta en nues­
tro caso, en la función que le corresponde a éste 
en relación a los derechos sociales ya que éstos, 
en palabras de MIGUEL SATRUSTEGUI9, 
pueden interpretarse como "derecho de presta·· 
ción, que se traducen en el requerimiento de un 
dar o hacer estatal". Esta afirmación puede pare­
cer contradictoria con el previo razonamiento 
del cierto autonomismo de los derechos sociales 
y en concreto con el derecho al acceso a la cultu­
ra física, sin embargo, a la hora de establecer un 
esquema categorial o "racionalizador" de estos 
derechos, el autor considera1º que éstos "distan 
de ser homogéneos, tanto desde el punto de vista 
de su contenido, como atendiendo a su estructu­
ra jurídica". 

Desde esta perspectiva, estamos de acuerdo, 
a fin de mantener la tesis del cierto grado de 
"autonomismo" del ejercicio del derecho a la 
educación física y el deporte y por lo tanto, el 
grado de autonomía de su regulación jurídica, 
que lo establecido en el art. 43.3 del Texto Cons­
titucional ("los poderes públicos fomentarán la 
educación sanitaria, la educación física y el 
deporte. Asimismo facilitarán la adecuada utili­
zación del ocio") es un compromiso estatal cier­
tamente débil. Como afirma EFREN BO-­
RRAJ011 este compromiso "se concreta en accio­
nes de 'fomento', de modo que se confía el logro 
de los beneficios enumerados a los propios suje-· 
tos interesados. Los poderes públicos promove· 
rán o completarán la acción personal, familiar y 
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de los grupos sociales. El Estado demuestra su 
interés en señalarlos, declara que se trata de inte­
reses sociales dignos de protección, pero no se 
compromete en darles satisfacción". De ahí que, 
para el autor12, el constituyente se ha "limitado a 
una pura formalización prograrnática, política­
mente útil, pero de mínima entidad jurídica". 

Otros autores como es el caso de MONGE 
GIL, sostienen sin embargo que la protección 
constitucional es de tal calibre que lo que subya­
ce en realidad es un verdadero Derecho del 
deporte; no tanto por lo dispuesto en el art. 4.3.3 
CE sino por el tenor del art. 44. l por el cual "los 
poderes públicos promoverán y tutelarán el acce­
so a la cultura, a la que todos tienen derecho" 1

'. 

Quizá éste sea el planteamiento expuesto en la 
actual Ley de Deporte14 : "regular el marco jurídi­
co en que debe de desenvolverse la práctica 
deportiva en el ámbito del Estado". Pero sin 
duda, es expresivo el inciso siguiente, para fon­
damentar la característica esencial del deber de 
fomento: "rechazando -dice el Preámbulo de la 
Ley- la tentación fácil de asumir un protagonis­
mo público excesivo y, por otro lado, la propen­
sión a abdicar de toda responsabilidad en la 
ordenación y racionalización de cualquier sector 
de la vida colectiva". 

¿Qué ámbito abarca este sector o qué entor­
no de su actividad es del interés del constituyen­
te? El fenómeno deportivo tiene aspectos muy 
diferenciados que se engloban en la expresión 
"d 11 11 l d . d 1 eporte como e emento etermmante e a 
calidad de vida y la utilización activa y participa­
tiva del tiempo de ocio en la sociedad contempo­
ránea"; a saber: a) la práctica deportiva del 
ciudadano como actividad espontánea, desinte­
resada y lúdica o con fines educativos y sanita­
rios; b) la actividad deportiva organizada a través 
de estructuras asociativas; c) el espectáculo 
deportivo, fenómeno de masas, cada vez más 
profesionalizado y mercantilizado. 

En el puro nivel de los principios estamos 
de acuerdo con CAZORLA1 5 que el "deporte que 
se incorpora a la Constitución es el deporte dia­
rio en la vida de roda persona en condiciones 
para practicarlo, que es el mejor y de modo más 
directo se conecta con la salud individual y 
colectiva". Pero más que la protección constitu­
cional de un específico ámbito o aspecto del sec-



tor objeto nuestro estudio lo que interesa es 

qué ámbito o ámbitos del deporte están protegi·· 

dos por los poderes públicos y, en concreto, por 

nuestro Estado y por la organización supranacio·" 

nal -las Comunidades Europeas·, en la cual esta­

mos integrados. En definitiva, si, fundamen­

talmente por la acción del legislador estatal o 

comunitario, lo que de real protección o al 

menos, del estos poderes es el deporte 

espectáculo o el deporte profesional del cual difí­

cilmente goza una protección constitucional, 

ya que no constituye "un instrumento al servicio 

del deporte activo sino un medio para la exten­
sión del deporte como Pcr>Pr·•'' 

Igualmente "~"'H'V 

actividad de fomento 

débil" del Estado, donde el 
nas existe, diferenciándose de la propia 

de policía administrativa, es real y 

o sí la los 

poderes estatales o comunitarios tienden a la 

tutela, a la exhaustiva regulación, al reco­

nocimiento legal la existencia de la activi­

dad deportiva, llegando a convertir en una 

suerte de "cuasi servicio público". En 

da, igualmente, la tutela se manifiesta en el 

ámbito de protección propia del legislador que 

en el <imbito de protección . el 
deporte que se conecta a !a 

2. LA LEGISLACION 

LA LEY DEL DEPORTE. 

El interés público que el deporte ha desper­

tado en nuestro país ha generado un importante 

desarrollo por vía legal de carácter pre y post 

constitucional. Desde la promulgación del 

Decreto de 22 de febrero de 1941 y de la Orden 

de la Secretaría General del Movimiento de 7 de 

junio de 1945 y de la Ley de de diciembre de 

1961 de Educación Física y Deporte, pasando 

por los Reales Decretos sobre reestructuración de 

órganos dependientes del Consejo Nacional del 

Movimiento durante la Tramición 1
- que desem., 

boca en la Ley General de Cultura y Deporte de 

1980, como sus normas de desarrollo, en par-

ticular los Reales l 19 81 de 6 

enero y 643/1984 
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Ley de Deporte precitada y sus correspondientes 

normas de desarrollo (Real Decreto 18 3 5 /1991, 
de 20 de diciembre sobre Federaciones deporti­

vas españolas). Todas estas normas, sea cual sea 

la orientación política que les anima, revelan un 

difícil acomodo de la materia y un problema 

integración en el orden jurídico del Estado a la 

hora definir cu<í.l es el estatuto reservado a la 

organización del deporte partiendo del reconoci­

miento de su autonomía instítucionaL cues· 

tión se en toda su magnitud en el 

Estado democracia parlamentaria, que es 

antinomias se producen a la hora 

un amplísimo pluralismo jurídico, 

por el reconocimiento 

unidad constitutiva 

la 

namien tos autonómicos difícilmente cohesiona­

dos con el 
Con10 

a la admisión por el 

d 1 • 
e reg1amentac10nes que emanan 

nes privadas, el Estado tiende a · 

deportivo en tanto es una institución 

el reconocimiento no 

colaborador del poder 

le ha habilitado a par-

en el sistema jurídico se 

de la competen· 

CJa reglamentaria mantiene, por 
parte poder del Estado, el poder reglamenta· 

río inherente a toda institución en una esfera sub 
o infrajurídica1

'). 

El caso más claro de este conflicto entre la 

esfera pública y privada de la actividad deportiva 

y del relativo fracaso del esfuerzo de conciliación, 

al menos formalmente, de la ünidad del sistema 

jurídico y el reconocimiento de la realidad de 

poderes adscritos a las instancias deportivas fede··­

radas, es, en nuestro país, el tratamiento que se 

ha dado a las federaciones deportivas: su natura­

leza, sus funciones y su integración en el aparato 

administrativo. 

En efecto, corno hemos establecido en otro 

federaciones deportivas es "la historia 

de una permanente intervención pública" que 

nos obliga a posicionarnos (y vez con 
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menos cautelas), a la luz de lo establecido en la 
anti gua L. G. C. F. D. y en la actual Ley del 
Deporte, por una calificación de la estructura del 
deporte federado como auténticamente corpora­
tiva. Bien es verdad que la doctrina más reputada 
ha defendido la naturaleza jurídico-privada de las 
federaciones deportivas. Así, BERMEJO VERA21 

basa en dos argumentos este carácter de asocia­
ciones de "segundo grado": el primero referente 
al sustrato privado de las federaciones deportivas 
en tanto en cuanto están integradas por deportis·· 
tas y clubs o agrupaciones deportivas privadas y 
el segundo, referido a la posibilidad que en su 
día se estableció en el artículo 19 .2 de la antigua 
Ley General de declarar a las federaciones depor­
tivas como "instituciones privadas de carácter 
cultural". Igualmente, FERNANDEZ FARRE-
D~C22 ,_,...._..,..,:d,,....~·,..,.hr. .--..ur:. 1 ........ ~-,.-,.,..¿11l ... ,.; ... nPC' nt~hl; 
L'\ .. L.;1..J ' ~,UlL'HL l.,,,_l_dUd.. lf .L. lctJ 111V U1-c::t..\c....J.V.11-lv0 J:-'UU1-J..-

CaS al asociacionismo expresado en el deporte 
federado no implicaba que se convinieran en 
corporaciones de derecho público. El que las aso­
ciaciones asuman funciones públicas que deter­
minan cierta restricción del principio general de 
voluntariedad no transforma a éstas en sujeto de 
derecho público. 

Del mismo modo, la Jurisprudencia Consti­
tucional ha definido a las federaciones como 
"asociaciones de configuración legal". Así, en la 
Sentencia 67/1985 de 24 de mayo, donde, a tra­
vés de la cuestión de inconstitucionalidad, se 
planteaba la posible infracción constitucional de 
los artículos 12.1, 14.3 y 15 de la anterior Ley 
General, el T.C. consideró (Fundamento Jurfdico 
4°, B y C) que las federaciones deportivas ejercí­
an funciones públicas (sin ser corporaciones de 
carácter público integradas en la administración 
pública y sin ser tampoco asociaciones de ads­
cripción obligatoria) de carácter administrativo 
en un sector concreto de la vida social. Estas fun­
ciones de carácter administrativo estaban en su 
día delimitadas en el art. 16.1 de la extinta Ley. 

¿Qué potestades administrativas cualifican a 
las federaciones como asociaciones de configura­
ción legal? Para el Profesor BERMEJO VERA23 

"se deduce que, cuando intervengan como ins­
trumento de las Administraciones Públicas por 
adecuadas exigencias del bienestar social, proyec· 
tando su actuación, bajo la coordinación del 
Consejo Superior de Deportes, o elaborar sus 
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Reglamentos deportivos, o atender el desarrollo 
específico de su modalidad deportiva, a regular 
competiciones deportivas, a colaborar en la for-· 
mación de sus cuadros técnicos, a velar por el 
cumplimiento de las normas reglamentarias y 
ejercer la potestad disciplinaria, a la asignación, 
control y fiscalización de subvenciones a las Aso­
ciaciones y entidades deportivas a ellas adscritas, 
en todos estos casos tendrán la consideración de 
agentes de la administración". 

Hechas someramente estas anteriores preci­
siones doctrinales y jurisprudenciales, en qué 
aspectos se manifiesta, por el contrario, nuestra 
posición a favor de la naturaleza corporativa del 
asociacionismo deportivo fruto de su exagerada y 
exhaustiva regulación e intervención por parte de 
la Administración que desvirtúa su carácter jurí­
dico privado. Sin ánimo de establecer una mera 
coherencia dogmática, y teniendo en cuenta el 
dificultoso deslinde entre el componente público 
y privado de determinadas organizaciones, la 
doctrina zanja la cuestión al considerar a las cor­
poraciones como formas jurídicas de derecho 
público creadas por Ley "o por resolución admi­
nistrativa que opera en el cuadro de una Ley 
reguladora de géneros corporativos" al margen 
de que exista una previa iniciativa asociativa de 
carácter autónomo, pero no es susceptible de 
delimitar los fines y funciones objeto de la aso­
ciación, ya que éstos están delimitados por una 
normativa previa y que, además una vez realiza­
do el acto administrativo de autorización, la 
Administración Pública ejercerá una actividad 
tuteladora sobre la corporación, la cual "se inte­
gran sin más en un sistema organizativo más 

1. "1 ~ amp 10 -'. 

Pues bien, en el caso que nos ocupa, un 
análisis de la actual Ley del Deporte permite 
apuntar estas características, que son una mimé­
tica reproducción de la antigua L.G.C.F.D.: la 
rigurosa delimitación de funciones y fines especí­
ficos a alcanzar por las federaciones25

, las actua­
ciones del Consejo Superior de Deportes en la 
autorización o revocación de las federaciones que 
inciden en una limitación a la libertad negativa 
del derecho de asociación y sobre todo, su falta 
de adecuación al tenor del art. 22.4 de la Consti­
tución26, la aprobación definitiva de sus Estatu· 
tos o la prevía autorización registral de los 



mismos, así como la integración de estos entes 
en la Comisión Directiva del Consejo Superior 
de Deportesr. 

Es principalmente, la primera característica, 
la ausencia de pacto asociativo, lo que determina 
nuestra posición, ya que las federaciones no se 
constituyen libremente por acuerdo de sus inte­
grantes sino por resolución del C.S.D., siendo 
esta Resolución la que produce efectos jurídicos 
y no el acuerdo asociativo previo, en cuanto no 
es éste quien señala los fines y funciones a desa­
rrollar por la federación, sino que vienen fijados 
previamente por la Ley. El C.S.D., establece a 
posteriori, tales estímulos que ejerce en realidad 
una actividad no de coordinación sino, como 
expresamente establece la Ley, de "tutela", lo que 
a nuestro juicio origina tal interacción con la 
administración del Estado que impide la autoor­
ganización de intereses colectivos sectoriales28

• 

En otro orden de cosas, en lo que respecta al 
ámbito o contenido material de la reciente Lev , 
del Deporte observamos que ésta difícilmente 
puede calificarse como una ley de desarrollo de 
la prescripción del art. 43.3, siendo la misma un 
pormenorizado relato de normas al servicio del 
deporte profesional ligado sustancialmente al 
deporte espectáculo. Así, el art. 6 establece que 
"el deporte de alto nivel se considera de interés 
para el Estado, en tanto que constituye un factor 
esencial en el desarrollo deportivo, por el estímu" 
lo que supone para el fomento del deporte base, 
en virtud de las exigencias técnicas y científicas 
de su preparación y por su función representati­
va de España en las pruebas o competiciones 
deportivas oficiales de carácter internacional". 
De este modo la Ley dedica en la parte de estruc­
turación orgánica de nuestro deporte un capítulo 
a las ligas profesionales que, aún siendo fenóme­
nos asociativos de reciente implantación, el legis­
lador parece ya preocuparse por recogerlas como 
in te gran tes obligatorios de las federaciones 29

• 

Igualmente, dedica un título al Comité Olímpi­
co Español. 

Continuando con los aspectos materiales de 
la Ley, ésta se hace eco exhaustivamente del 
deporte de alto nivel (Título VI), del control de 
sustancias y métodos prohibidos en el deporte y 
seguridad en la práctica deportiva (Título VIII), 
de la prevención de la violencia en los espectácu-
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los deportivos (Título IX) así como un impor­
tante elenco de disposiciones adicionales y tran­
sitorias referido a la conversión de los clubs 
profesionales en sociedades anónimas deportivas 
(fundamentalmente el fútbol profesional). En 
definitiva, prescripciones materiales extensísimas 
ligadas al binomio "deporte profesional-deporte 
espectáculo", dejando en una posición de subal­
ternidad en la Ley la normativa aplicable o lo 
prescrito por el texto constitucional: el deporte 
conectado a la salud individual y colectiva. 

Como hemos afirmado en páginas anterio­
res, la interacción Estado-sociedad en una mate­
ria como es el fomento del deporte adquiere un 
mayor grado de complejidad que el hasta ahora 
expuesto, al incardinarse en un Estado plurilegis­
lativo como el nuestro, producto de la descentra­
lización territorial. El art. 148 .1.19 habilita a las 
Comunidades Autónomas a asumir la competen­
cia de promoción del deporte y de la adecuada 
utilización del ocio y, por el contrario el art. 149 
de nuestro Texto Constitucional no recoge como 
competencia de titularidad del Estado esta mate­
ria. De este modo, la totalidad de los Estatutos 
de Autonomía han hecho referencia a la compe­
tencia deportiva, ya sea en bloque .,Jas CC.AA. 
de primer orden excepto Galicia- o en concreto 
"la promoción de deporte y adecuada utilización 
del ocio", desarrollando legislativarnen te todas 
sus competencias estatutarias. embargo la 
doctrina nos aporta dos salvedades al respecto. 
La primera es que los títulos recogidos en los 
arts. 149.2 -promoción de b cultura como con­
cepto amplio donde debe de incluirse el deporte­
y 149.1.30, atribuye al Estado la regulación del 
sistema educativo y el régimen de titulaciones 111

• 

La segunda, es el límite del principio de igualdad 
recogido en el art. 149 .1.1 ° que reserva al Estado 
las condiciones básicas de lo dispuesto en el art. 
22 de la Constitución y que es de afectación a 
toda estructuración orgánica del deporte por 
parte de las Comunidades Autónomas a fin de 
impedir limitaciones abusivas a este derecho11

• 

Incluso, desde la óptica de la reivindicación 
de la titularidad competencial, se ha legado a 
plantear que el deporte puede estar ligado a una 
función de relaciones internacionales, competen­
cia exclusiva del Estado, a tenor del art. 149 .1.3° 
CE. Este planteamiento no es descabellado si 
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contemplamos el precitado art. 6.1 que reconoce 
la función representativa del Estado en la activi­
dad competitiva de carácter internacional. Sin 
embargo el TC en su Sentencia de 1 O de enero de 
1986 rechazó este título al efecto de determinar 
la titularidad competencia! contravenida (funda 
mento jurídico 3°) aún cuando el abogado del 
Estado argumentó que "las relaciones internacio-­
nales no se definen un posible ámbito mate­
rial de contenido, sino por la proyección exterior 
del Estado en cualesquiera las materias". 

3. COMUNIDADES EUROPEAS Y DEPORTE 

3.1. Las Resoluciones del Parlamento Europeo 

Hasta bien entrada la los ochenta, 
el deporte no ha tenido trascendencia el 
Derecho Comunitario salvo en su 
como actividad económica, a tenor 
puesto en el art. 2 TCEE. en el 
Fontainebleau de 1984 donde se la consi­

deración del deporte como una actividad intrín~ 
secamente relacionada con la Europa de los 

Ciudadanos. La posición del Consejo Europeo 
origina una iniciativa de Comisión de las 

Comunidades de l 7 de octubre de 1985 con el 
fin de medidas concretas de fomento 
de políticas en materia 
deportiva. Esta posición se fúndamentaba en una 
interpretación expansiva del contenido del Ti·ata 
do de Roma. Este instrumento jurídico no cir-­
cunscribía su ámbito material a actividades de 
mero carácter económico cupiendo, dentro de 
sus disposiciones, actividades a título oneroso de 
carácter social, deportivo, etc. 

En su día dijimos 32 que la naturaleza 
extensiva de la libertad de circulación de bienes, 
servicios y asalariados está tipificada con · 
cia de la actividad a realizar; de este modo 
"entendemos que el rfratado de Roma no reserva 

los derechos derivados de la libre circulación a 
los trabajadores industriales, artesanos y comer­
ciantes sino que también se extiende a los traba­

jadores del sector del arte, del deporte, de lo que 
hoy denominamos cultura del ocio" (igualmente 
es extensiva la naturaleza de la libertad de esta­
blecimiento y, por lo tanto extensivo el ejercicio 
de esta libertad a los deportistas11

). 
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A partir estas iniciativas los ejecutivos 
comunitarios, con el fin introducir una 
dimensión comunitaria en la actividad deporti­
va, e incluso desde fechas anteriores, el Parla­
mento Europeo realizó una importante actividad 
expresada en numerosos dictámenes y propuestas 
de resolución elaboradas por b Comisión la 
Juventud, Educación, Información y 
Deporte, con el fi~i de 
interpenetración cultural y 
la libre circulación deportistas 
siendo vulneradas por reglamentaciones 
raciones internacionales. podemos 

necesanas 

de Fútbol). 

En l 987, el Europeo 
dió a elaborar una nueva Resolución 
dalismo y violencia en el deporte, · 
un cualitativo avance a la anteriormente 
citada. En esta extensa Resolución se igual­
mente a la armonización y coordinación de 
medidas nacionales de lucha contra la violencia 

deportiva y la adaptación de la estructura y 
características de locales deportivos ;i las norrn.as 
europeas, instando a que la Comunidad ratifique 
el Convenio Europeo de 1985 sobre la lucha 
contra la violencia en el deporte y se refuerce el 
papel de la Comisión de las Comunidades en la 
Conferencia de los Ministros Europeos de 
Deporte; pidiendo a los Estados miembros su 
estrecha colaboración con esta estructura y con 
el Consejo de Euro.pa, que había 
hecho recomendaciones y adoptado medidas con 
respecto a la violencia en el deporte". 

Decimos que esta Resolución nos 
cualitativamente diferente porque, en la exposi·· 
ción de motivos, adjunta a la propuesta de Reso-



lución de la Comisión 

se 
los pnnc1ptos 

o 

limitado en su 

Consejo 
por vez primera, el Parlamento 

el la de la · 

diríamos clcísica, impulsor 

comunitarios, definición 
ciones pero que implican 
Consejo Europeo pueda 
esas onentac10ncs, 

sión con la 
Sin embargo, con 

DIEGO que las decisiones y acuerdos 
del nsejo Europeo, 

dificultades 
te de la no adopción por parte del 
peo del acto jurídico correspondiente, 
recae normalrnente sobre el Co 
tipo de decisiones de 
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incide ~como veremos en el rcco~ 
títulos y diplomas de entrenado-

y monitores y la 

D) Finalmente, la Resolución parlamentaria 

más impacto ba tenido ha sido la aprobada 
el 11 abril 1989 acerca de la inaplicación 

-«~n el tema 
extranjeros comunitarios·· a adoptar posiciones 
comunes con Comunitarias, en 
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tación serv1c10s, esta en 
permanente tela de juicio si no se ampliara a las 
reglamentaciones privadas, las cuales es el 
caso de la UCI) podrían neutralizar la acción 

integradora de los Estados como resultado su 
autonomía jurídica al ser u 

mos de Derecho privado (puntos 18° y 19°). 
principio se reitera en la 

al presidente del 
impago de los servicios 

alegó 

bre 
motivo 

de la liberación en la contratación de 
la 

la participación de 
miembros en el campeonato de 
acceden al club en función 

profesionales. Sólo cabe la 
yente, reitera el TJ CE en su 
encuentros que tengan un marco y un 
car:kter no económico como son los encuentros 
de selecciones nacionales. 
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de 15 de octubre de 19871
• se sustan­

ció un problema de convalidación de titulaciones 
entrenador de fútbol· que generó una vulnera­
ción del principio de protección jurisdiccional 

los derechos, al no rnotivarse la denegación de 
convalidación de su título poder prestar ser· 

el "Lille Olympic Sporting Club" por 
la autoridad · strativa francesa 

dado esta Resolución afectaba a una libertad 

pública fimdamenraL 

Lo se en el litigio, sometido al 
igual que los dos anteriormente citados a la cues 

es si -en ausencia de directivas 
asalariada de entrenadores 

disponen o no de 
les permita obs­

de la libre cir-

si, de hecho, 

cualificaciones 
a las reque-

que los Estados 
· · un diploma 

sus administradores, excluyendo la 
de los títulos obtenidos en el de pro-

en un tercer Estado, pero pertene· 
el Sr. MANCINI, 

normas por los Estados deberá 
dos condiciones: · · el mínimo indis-

pensable, es establecer mecanismos que se 
limiten a comprobar si los conocimientos del 

son a los que demues·· 
tra el título nacional, y acompaíiarlos de todas 

que permitan al demandante hacer 
su libertad es el sen-

fondo que tn la con-
1. 1 ·, ·e d va iaac10n 1nutua , cert111ca os y 

otros títulos, la circunstancia coyuntural de que 
no se adoptado ninguna rectiva, "no 
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autoriza al Estado miembro, especialmente por·· 

que sus disposiciones legales y reglamentarias 

permiten la convalidación de diplomas extranje­

ros" (punto 11°). En la pretensión de "conciliar" 

continúa el Tribunal en su punto 13°- la exigen­

cia de ciertas cualificaciones para el ejercicio de 

una profesión determinada con los imperativos 

de la libre circulación de los trabajadores, el pro·· 

cedimiento de convalidación debe permitir a las 

autoridades nacionales obtener garantías objeti­

vas de que el diploma extranjero certifica en su 

titular conocimientos y cualificaciones, sino 

idénticos, al menos equivalentes a los certificados 

por el diploma nacional. Esta apreciación 

equivalencia del diploma extranjero debe hacerse 

considerando exclusivamente el grado de conoci­

mientos y cualific1ción que este diploma 

presumir en su titular, teniendo en cuenta el 
carácter y la duración de los y las 

prácticas cuyo cumplimiento 

En la actualidad no cabe la invocación 

inexistencia de un instrumento jurídico arrnoni­

zador, pues el 24 de enero de 1989 entró en 

vigor la Directiva del Consejo de 21 de diciem., 

bre de 198851 relativa a un sistema general de 

reconocimiento de los títulos de enseflanza supe-­

rior que sancionan formaciones profesionales de 

una duración mínima de tres años, la cual, en su 

exposición de motivos, como actividad 

profesional de aplicación sólo la 

profesional cuyo acceso esté sometido a un Esta-· 

do miembro a la posesión de un título, sino tam­

bién aquella cuyo acceso sea libre, cuando se 

ejerza gracias a un diploma profesional reservado 

a quienes reúnan determinadas condiciones de 

cualificación; que las asociaciones u organizacio­

nes profesionales que expidan tales diplomas a 

sus miembros y estén reconocidas por los pode­

res públicos no podrán incoar el carácter privado 

para sustraerse a la aplicación del sistema previs­

to por la presente directiva". Para el Parlamento 

Europeo, la adopción de esta Directiva no es 

suficiente, si no se avanza en la coordinación de 

los programas de estudios y la homologación de 

títulos de profesores de educación física' 2
• Este es 

el caso, en nuestro país, del retraso en la catalo­

gación como título universitario -ya sea de diplo-­

mado o de licenciado-- de los estudios impartidos 

en el INEF. 
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3.3. Libre circulación comunitttria: algunos límites 

a la actividad del asociacionismo deportivo. 
Con la reforma del TCEE, a raíz de 

entrada en vigor del Acta Unica Europea, se 

sientan las bases para que, en 1993 en el caso 

español'3
, se establezca un mercado integrado y 

cohesionado donde las libertades económicas, 

como la libre circulación trabajadores y la 

libre prestación de servicios y de establecimiento 

de profesionales desplieguen toda su efectividad. 

El Tratado de Unión firmado en Maas­

tricht en 1992, simplemente cohesiona estas 

libertades económicas con la protección jurídica 

derechos fundamentales a de los 

los a la 

en el derecho a 

libremente en el territorio de los 

expedito por nuestra reserva a 

este princ1p10 aplicación la interposición 

de normativas deportivas confluyentes de carác­

ter privado y que un carácter condiciona., 

, hemos de 

de las federaciones 

que enu-

meramos y que nos virtual importan--

cía: la cuestión de licencias deportivas y la 

articulación del régimen sancionador. 

a) En lo que respecta a las licencias ~'"''J,,,_u 

das por las federaciones nacionales sólo tendrán 

validez territorial y personal para la conforma­

ción de equipos nacionales o cuando se participe 

en campeonatos de seleciones nacionales o cuan· 

do, en los mismos, el deportista represente indi­

vidualmente al Estado. De la licencia nacional 

no se puede derivar ninguna discriminación para 

formar parte de equipos deportivos con esponsor 

nacional, de clubs integrados en la federación 

nacional o de cara a la participación de pruebas 

o competiciones individuales o por equipos 

comerciales. En caso contrario, las federaciones 

serían corresponsables con los poderes públicos 

cuando vulneren, por acción o negligencia de sus 

órganos, la actividad desplegada en su territorio 



por particulares que, en el marco de la autono­
mía contractual, adopten disposiciones a las 
reglas comunitarias directamente aplicables. 

Sin embargo, pensamos que no es necesario 
adoptar una reglamentación coactiva por parte 
de las federaciones Nacionales (como tampoco 
es exigible del Estado más allá de la armoniza­
ción de legislaciones). El Derecho Comunitario, 
por esencia, no necesita -en el caso de los Regia­
mentos Comunitarios- la adopción de disposÍ·· 
ciones de recepción interna del mismo. Además, 
las reglamentaciones nacionales de la protección 
a la libre circulación podrían poner en peligro, 
por distorsión y equívocos, la propia eficacia del 
ordenamiento jurídico comunitario, de por sí 
suficientemente coactivo. 

b) A sensu contrario, en lo que al 
régimen sancionador, la actividad relacionada 
con la y el orden público continúa 
siendo competencia de los Limitándose 
el orden comunitarío, flmdamentalrnente, a la 
sanción por vulneración de la disciplina de rner., 
cado, más comúnmente denominado "orden 
público económico". El Acta Unica no 
nada al respecto y el Tratado en 
su Título V, establece solamente una serie de dis­
posiciones relativas a la seguridad. Mientras que 
los objetivos de la integración económica son 
transferidos gradualmente por los Estados, éstos 

conservando el aparato coactivo. 
modo, la facultad sancionadora de la 
tración y en concreto la sanción de carácter 
deportivo está sujeta a los principios que infor., 
man la potestad de carácter penal (legalidad, 
tipicidad, presunción de inocencia, audiencia, 
régimen de prescripciones, etc.)'r'. 

La potestad estatal del régimen sancionador 
se delega en la primera instancia en las federacio-

NO'fAS 

1 ANTONIO E. PEREZ LUÑO: "Los Derechos 

Fundamentales", Madrid, 1984, p. 197. 

' ANGEL GARRORENA MORALES: "El Estado 

Espafíol como Estado social y democrático de Derecho", 

Madrid, ] 984, p. 87. 

.i LORENZO MARTIN-RETORTILLO BAQUER: 
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nes deportivas y es en este aspecto donde mues­
tran su verdadera naturaleza como entes de con­
figuración legal. Desde este punto de las 
fuentes que informan el régimen sancionatorio 
son: los convenios que han sido firmados a escala 
internacional, en concreto los convenios con 
organismos deportivos internacionales, en nues .. 
tro caso la legislación nacional (Tí tui o la 
Ley del Deporte). Las reglamentaciones 
propias federaciones y supletoriamente, también 
en nuestro caso, la legislación de procedimiento 
administrativo (sometido actualmente en nues­
tro país a reforma). 

el concreto del doping, el cual 
cubre una de la actividad san-
cionadora 

y, como 
cho blando" que 
legislaciones nacionales. · contra el 
Doping 1989, el instrurnento jurídico inter-

reccpcionado por los se 
interno de los mismos, 

su legislación (así, el silenº" 
en el Tíru-

sobre el control del doping 
disciplinario y, en concreto, el afo­

ramiento a los Comités Nacionales de 
Competición y Disciplina de donde se produz .. 
can los hechos, invariado y no queda 
afectado de extraterritorialidad por la libre movi­
lidad de deportistas profesionales en el marco del 

1 , • 
mercacw umco. 

"Derechos y Libertades Fundamentales: Estandar europeo, 

estandar nacional y competencia de las Comunidades 

Autónomas", Orgmúzcición Territorial del fitado 

dades Amónomczs), Madrid, ] 984, vol. III, p. 1832. 
1 Ob. cit., p. 198. 
1 Id., p. 201. 
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ción de sus estatutos y el sistema de recuerdos en el régi­
men disciplinario no son "totalmente determinantes, pues 
la primera puede ser un simple elemento de control sobre 
las federaciones que no por ello se integran en una estruc-· 
tura estatal, y la segunda porque el Comité de Disciplina 
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AGUILERA FERNANDEZ ("Estado y Deporte. Legisla­
ción, ordenación y administración del deporte", Granada, 
1992, pp. 28 y 29), se hace necesaria, a pesar de la existen-­
cia de este instrumento jurídico, una directiva armoniza­
dora de las diferentes enseñanzas y titulaciones deportivas 
ya que el art. 2 de la Directiva de 1988 pervé que "no se 
aplicará a las profesionales que sean objeto de una Directi­
va específica". Para el autor, la necesidad se justifica "la 
gran similitud d'e la organización política del deporte en 
los Doce con unas administraciones públicas, y un sector 

PODER ESTATAL, PODER COMUNITARIO Y ACTIVIDAD DEPORTIVA -~ 

privado (Federaciones y Comités Olímpicos Nacionales, 
generalmente), con unas competencias subsidiarias en 
enseñanzas y titulaciones deportivas, no debe plantear 
excesivas dificultades para el reconocimiento mutuo de 
esas enseííanzas, si acaso, la dificultad de armonizar la 
variadísima gama de duración, requisitos de acceso y equi­
valencias existentes en los Doce". 

53 La libre circulación de trabajadores viene determi­
nada en los arts. 55 a 59 del Tratado de Adhesión. La 
fecha de 1 de enero de 1993 se explicita en el art. 56. 

54 Ob. cit., p. 77. 
55 Este "variado y disperso conjunto de normas 

internas e internacionales que ordena la actividad depor­
tiva con carácter general, o con carácter sectorial, y por 
disciplinas", es para DIAZ-RATO y PALOMAR (ob. 
cit., p. 457) un serio condicionante a la libertad de cir­
culación. 

56 Acerca de los principios relativos al ejercicio del 
poder disciplinario federativo en Francia. Ver GERALD 
SIMON: Ob. cit., pp. 333 y ss. El autor hace un exhausti-­
vo análisis del fracaso de la represión penal del doping 
contenida en la Ley 651112 de 1 de junio de 1965 consi­
derando a éste como delito pcrseguible penalmente, tras­
cendiendo su carácter deportivo. El Decreto de 1 de julio 
de 1987, vuelve a los orígenes al reconocer el doping como 
una cuestión esencialmente deportiva, transfiriendo a las 
federaciones deportivas la organización de la lucha contra 
el doping. La Ley de 28 de junio de 1989 sustituye el pro­
cedimiento penal de 1965 por un procedimiento esencial­
mente administrativo. 
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